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El derrumbe de las casas vecinales  
En diciembre de 2012 la Procuraduría destituyó al alcalde de Bogotá, Gustavo Petro, por supuestas 

irregularidades en la implementación de un nuevo modelo de aseo. Hubo otro episodio cuestionado que 

pasó inadvertido: el cierre temporal de 103 casas vecinales; jardines infantiles operados por madres 

comunitarias desde 1980. Este reportaje revela la historia, hasta hoy oculta, de estos centros educativos.   

Dilema en el que aparecieron tres factores: contratación directa, calidad educativa  y clientelismo.   

  

 Fotografía 1. 

Casa vecinal Mi Pequeña Casita, ubicada en la localidad de  Rafael Uribe Uribe. Imagen del 19 de diciembre de 2012, día 

en que dejó de funcionar por el cambio de modelo implementado por la SDIS. /Tomada de El Espectador- Fotógrafo: Andrés 

Torres.  
  

  

Bogotá no ha dejado atrás los fantasmas del „carrusel de la contratación‟; episodio de 

corrupción ocurrido durante la alcaldía de Samuel Moreno Rojas.  Basta con observar algunos 

contratos  que heredó  Gustavo Petro como alcalde de la ciudad en el transcurso de 2012 para 

entender la dimensión que causó el desfalco. Los reflectores se volcaron sobre  él por la 

implementación de un modelo de aseo que disminuía la participación de los operadores 

privados de recolección de basura (Atesa, Lime, Aseo Capital y Ciudad Limpia) y que 

fortalecía a la empresa pública: Aguas de Bogotá. Aunque esta decisión le costó a Petro una 

sanción disciplinaria por parte de la Procuraduría, que lo alejó del Palacio del Liévano por 

cinco meses, existieron otras dificultades que pasaron inadvertidas, como la consolidación 

del sistema de educación inicial.  
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El capítulo de las basuras llegó a su punto de ebullición en diciembre de 2012; Aguas 

de Bogotá fue incapaz de asumir la recolección de residuos en la ciudad y tanto medios de 

comunicación como entidades públicas catalogaron la situación como una “crisis ambiental”. 

De hecho, debido a los errores de ejecución durante la implementación del nuevo esquema 

de aseo, la Procuraduría destituyó e inhabilitó por 15 años al alcalde Gustavo Petro en 

diciembre de 2013, decisión que quedó sin efecto por las medidas cautelares que le otorgó la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al mandatario.   

La crisis en la recolección de residuos eclipsó otros procesos que venía adelantando 

la administración Petro. Un proceso que pasó inadvertido fue la transformación de las casas 

vecinales; jardines infantiles operados por madres comunitarias desde 1980. Hubo días, 

durante diciembre de 2012, en los que se vivió una gran tensión en los barrios marginales de 

la ciudad por la implementación de una nueva política pública en educación inicial. Desde el 

3 de diciembre empezaron a llegar notificaciones a las 103 casas vecinales que funcionan en 

la ciudad señalando que: desde el primero de enero de 2013 el personal que trabajaba en las 

casas vecinales sería contratado directamente por la Secretaría Distrital de Integración Social 

(SDIS), es decir, no sería subcontratado por las madres comunitarias, como venía sucediendo 

desde 1993. De esta decisión dependían 406 maestras profesionales, 287 maestras técnicas, 

103 coordinadores, 223 auxiliares pedagógicas, 248 trabajadoras de servicios generales, 248 

trabajadoras de manipulación de alimentos y 56 auxiliares administrativas que trabajan en las 

casas vecinales. De este modelo dependían, también, 11.182 niños y niñas de la ciudad que 

eran educados en estos jardines.   

“El 10 de diciembre nos dieron lo que nosotros llamamos “el golpe”: se nos metieron 

a los jardines casi que a la brava a decirle a la gente que ahora iban a ser trabajadores 

formales. Parecía una campaña electoral… Ese día se corta historia de las casas vecinales. 

El 18 de diciembre de 2012  salimos a  protestar pero lastimosamente se nos cruzó con el 

cuento de las basuras. La Alcaldía no nos dio la cara y no nos pusieron atención. Como no 

nos escucharon tuvimos que acceder el 19 de diciembre”, dice Luis Velásquez, vocero del 

Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales desde 1983.    

El comentario de Velásquez adquiere sentido después de  revisar la historia de las 

casas vecinales. Es cierto, desde el 19 de diciembre de 2012 estos jardines infantiles dejaron 

de ser operados por  madres comunitarias y la Secretaría de Integración Social asumió la tarea 
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de ejecutar los recursos de estos centros educativos por primera vez en la historia. El alcalde 

Gustavo Petro tomó la decisión partiendo del objetivo de disminuir la tercerización en la 

educación inicial. De acuerdo con la Secretaría de Integración Social, el modelo de 

tercerización de servicios limitaba la optimización de recursos y procesos cualificados, por 

lo cual se generaron perjuicios alrededor de los derechos laborales de las personas que prestan 

el servicio educativo1.   

Mejorar la situación laboral de las maestras fue uno de los argumentos que esgrimió 

la administración Petro para eliminar la subcontratación en las casas vecinales. Detrás, sin 

embargo, existía una preocupación latente por la forma en que venían funcionando estos 

jardines infantiles. De las 136 casas vecinales que llegaron a funcionar en la ciudad, 33 

cerraron sus puertas en los últimos 15 años. Y lo más preocupante: de las 103 casas vecinales 

que estaban funcionando en 2012, solamente 26 contaban con el Registro Único de Educación 

Inicial (REI); un certificado emitido por la SDIS que avala la calidad educativa de los jardines 

infantiles en el Distrito. 2 La Secretaria de Integración Social en ese entonces, Teresa Muñoz 

Lopera, señaló que en los jardines también hubo clientelismo y presuntas irregularidades en 

la administración de los recursos.   

Alrededor de esta crisis surgió la hipótesis de que alguno(a)s directores de la 

Secretaría de Integración utilizaron las casas vecinales como fortines electorales, 

favoreciendo a los jardines que estuvieran en concordancia ideológica con el director o la 

directora de turno, argumento que favorecería el cambio de modelo. A la luz de este contexto 

surgió la siguiente pregunta: ¿Es la contratación directa un modelo más adecuado que la 

tercerización para garantizar la educación de la primera infancia en Bogotá a través de las 

casas vecinales al evitar ésta el clientelismo?  

Para responder a la pregunta anterior  fue necesario analizar el contexto histórico de 

las casas vecinales y la contratación de éstas con el Distrito durante los últimos 10 años. Se 

realizaron entrevistas con informantes clave tanto de los jardines como del Distrito, se 

                                                 
1 Ver en http://www.bogotahumana.gov.co/index.php/noticias/comunicados-de-prensa/2900-la-secretaradistrital-de-

integracion-social-no-acaba-las-casas-vecinales-asume-la-responsabilidad-de-atenderdirectamente-la-primera-infancia  
2 De acuerdo con el Decreto 243 de 2006, todos los establecimientos que prestan el servicio de Educación 

Inicial (Jardines Infantiles) en Bogotá, deben estar inscritos ante la Secretaría de Integración Social, a fin de 

que ésta pueda verificar el cumplimiento de los mínimos establecidos para su funcionamiento, según lo cual se 

emitirá el concepto correspondiente”. Fuente: Secretaría de Integración Social.  
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revisaron informes finales de la Secretaría de Integración Social y se recopilaron las 

denuncias provenientes desde el Concejo de Bogotá. Hubo un análisis detallado de base de 

datos: se recogió el presupuesto, los cupos asignados durante los últimos 10 años a cada una 

de las casas, sumándole a esto los gastos en alimentación, material didáctico y recursos 

humanos. El objetivo: analizar y contrastar el funcionamiento del modelo de subcontratación 

y el esquema implementado por la administración del alcalde Gustavo Petro durante 2013. 

Esto permitió evidenciar sus posibles ventajas y desventajas.   

Vale la pena señalar que la historia de las casas vecinales nunca se había contado 

desde el punto de vista de la contratación y el clientelismo. Las madres comunitarias aparecen 

en la mayoría de publicaciones como mujeres emprendedoras que mejoraron la educación 

pública en Bogotá. Fue necesario enviar derechos de petición, buscar informantes clave y 

filtraciones de algunos informes  para obtener aquellos documentos oficiales que dan cuenta 

del espinoso proceso por el que tuvieron que pasar las casas vecinales. Problemas financieros 

en los jardines, dificultades durante la consolidación del modelo pedagógico, vacíos fiscales 

y divisiones al interior del movimiento son algunos de los hallazgos que se encontraron en 

esta investigación.   

  

Un movimiento popular por la educación inicial  

  

A finales de los años setenta un grupo de madres comunitarias se preocupó por la 

educación inicial y las condiciones de vida de los adultos mayores en los sectores marginales 

de Bogotá. El título de madres comunitarias – o madres educadoras como serían conocidas 

posteriormente – se lo adjudicó el Estado a aquellas mujeres que por medio de sus relaciones 

sociales, y con el apoyo de entidades no gubernamentales o gubernamentales, se hicieron 

cargo del cuidado de niños y niñas en estado de vulnerabilidad. Localidades periféricas como 

Rafael Uribe Uribe y Usme fueron los primeros escenarios a intervenir. En los años ochenta 

el proyecto trascendió hacia otros sectores como Ciudad Bolívar y San Cristóbal; en 1984 

finalmente se conforma el Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales. Dentro 

del movimiento se vincularon jardines infantiles informales y madres comunitarias que 

realizaban labores sociales con adultos mayores.   
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 “En esa época una gran parte de las casitas de nuestra comunidad estaban 

construidas con tela asfáltica, madera y prefabricadas. Los niños y niñas tenían muchos 

accidentes, había muchos incendios y generalmente permanecían solitos o encerrados”,  dice 

Miriam Vargas, fundadora de un hogar comunitario en Ciudad Bolívar. El relato aparece en 

el archivo de memorias sobre educación inicial en Bogotá. Allí también quedó registrado el 

siguiente testimonio de una madre comunitaria de la localidad nº 19:   

  

El proceso, que empezó como una necesidad de una cuadra, manzana o barrio, se fue 

configurando como un germen de organización y desarrollo social que buscó soluciones para la 

atención y educación de  niños y niñas. En 1984 existían 17 jardines comunitarios en Bogotá  que 

buscaban en Bienestar Social apoyo alimentario para los niños y niñas que atendía. 3  

  

En ese entonces el proyecto era financiado por las madres y las donaciones de 

entidades como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Fundación de Apoyo 

Comunitario (FUNDAC). Cuando la cobertura aumentó el movimiento contó con subsidios 

por parte del Departamento Administrativo de Bienestar Social del Distrito Especial de 

Bogotá (DABS). Pese a que el subsidio no superaba los $80 mil trimestrales, las casas 

vecinales fueron multiplicándose en la ciudad. En 1987, gracias a la apuesta del gobierno de 

Virgilio Barco por mejorar la calidad de la primera infancia, las madres comunitarias se 

vincularon al Estado bajo la figura de madres jardineras. El  objetivo consistió en continuar 

con la atención pedagógica para niños y niñas con actividades lúdicas y culturales y jornadas 

alternas.  

En 1992 la Alcaldía Mayor de Bogotá expidió el Decreto 084, que crea oficialmente 

a las casas vecinales. En el documento quedaron registrados los lineamientos educativos de 

las casas vecinales. Allí aparece que los niños y niñas entre cuatro meses y seis años 

pertenecientes a sectores de escasos recursos podrán ser beneficiarios del programa. Para el 

año 1993 las casas Vecinales ya estaban vinculadas con el DABS (ahora Secretaría de 

Integración Social).  Desde que se creó el modelo, las familias empezaron a  pagar cuotas 

entre $14.000 y $24.480 mensuales por niño, según el DABS.   

                                                 
3 Ver  “Memorias del Encuentro Local de Educación Inicial”, Alcaldía Mayor de Bogotá. Pág. 35.  
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En el año 1998 la directora del DABS en ese momento, Gilma Jiménez, cambió el 

esquema de servicios de las casas vecinales. Desde entonces, las casas ya no atenderían a los 

adultos mayores sino que se dedicarían a los niños y niñas de 0 a 5 años. Estos jardines 

comenzaron a funcionar de la siguiente manera: primer nivel: sala materna (niños de 3 meses 

hasta 1 año de edad); segundo nivel, caminadores (niños de 1 a 2 años de edad); tercer nivel, 

párvulos (niños de 2  a 3 años de edad); cuarto nivel, pre jardín (niños de 3 a 4 años de edad); 

quinto nivel, jardín (niños de 4 a 5 años de edad). Adicionalmente, Jiménez estableció los 

lineamientos que debía seguir el DABS para reconocer las casas vecinales; éstos quedaron 

estipulados en el Decreto 116 de 1998:   

  

 Para que el Departamento Administrativo de Bienestar Social reconozca una Casa Vecinal, la 

comunidad deberá demostrar:  

  

a. Un proceso de organización comunitaria en el cual participe un número mínimo de 

30 personas del sector, con carácter eminentemente cívico.  

b. Que puedan garantizar la atención pre-escolar a un número no inferior de 60 niños.  

c. Que la comunidad garantice un sitio inicial para el desarrollo del trabajo.  

d. Que el barrio pertenezca a los estratos 1-2-3.  

e. Que exista aceptación comunitaria y de las demás organizaciones cívicas del sector,  

sobre la viabilidad e implementación del Programa.  

  

Con estas reglas, las casas vecinales comenzarían un recorrido de formalización que no 

estaría exento de obstáculos.  Para las madres comunitarias sería difícil adoptar un marco 

normativo para un proceso que era eminentemente popular. En la siguiente entrega 

detallamos  las dificultades que salieron a la luz durante este proceso.   
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Una década de transformaciones para las casas vecinales  
  

Administración irregular de recursos, vacíos en la formación pedagógica  de las maestras y 

problemas de comunicación con las familias beneficiadas. Estos fueron algunos de los 

problemas encontrados en los jardines infantiles operados por madres comunitarias.   

  

En 1998 no existía una contratación uniforme entre las casas vecinales y el Distrito. 

Así, por ejemplo, la Asociación para el Desarrollo Integral Comunitario, que administraba la 

casa vecinal Santa Rosita de las Vegas (Ciudad Bolívar), tuvo un contrato con una duración 

de seis meses para "la atención de menores de cinco años, apoyo nutricional a los ancianos y 

a los jóvenes entre 5 y 14 años", según el archivo del DABS. El valor del contrato alcanzó 

los $36.897.645. Había otros casos, como el de Asociación para el Desarrollo Integral 

Comunitario, que tenía a su cargo la casa vecinal Mi Pequeño Mundo (Kennedy), en donde 

el contrato tenía un plazo de ejecución de cinco meses y en donde el objeto se limitaba a “la 

atención de menores de cero a cinco años de estrato 1 y 2”, como aparece en el archivo en 

mención.  

La contratación no era el único problema del Distrito con las casas vecinales: la 

formación de madres comunitarias también era un tema a resolver, como quedó registrado en 

el trabajo de investigación de Johanna Alexandra López Lara para la Universidad del Rosario. 

De acuerdo con el documento, en 1998 el DABS buscó una estrategia  para mejorar el nivel 

educativo de las madres comunitarias: “Efectivamente, había muchas mujeres con 

bachillerato incompleto, entonces eso qué exigió: que las mujeres se movieran para terminar 

su bachillerato y adicionalmente que continuaran con la formación técnica, tecnológica y si 

quisieran, universitaria”, (2009, pg. 60).   

Durante la administración de Enrique Peñalosa (1998-2001) “Por la Bogotá que 

queremos”, hubo avances en el campo pedagógico. Sin embargo, un balance de  gestión 

realizado por el DABS, que no salió a la luz pública durante la última década,  señala que 

fueron varias las debilidades que encontró el Distrito en las casas vecinales:   

  

No existía un modelo pedagógico. El quehacer pedagógico estaba basando en el saber popular. 

Las madres educadoras realizaban cursos en diferentes temáticas sin eje integrador, esporádicos e 

informales, efectuaban actividades con predominante sesgo escolar formal y se evidenciaba ausencia 
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de principios mínimos generalizables que regularan la convivencia diaria. Había ausencia de reflexión 

pedagógica sobre el quehacer, las normas, la programación, entre otras.  Falta de claridad conceptual 

sobre el desarrollo de los niños a nivel afectivo, sexual, moral e intelectual.  

Del modelo pedagógico de las casas vecinales el Distrito reconoció “fortalezas en las 

madres educadoras, como ser mujeres con experiencia y saber sobre la participación 

comunitaria; priman los saberes tradicionales, hábitos y costumbres de crianza”. Para 

fortalecer este campo, el DABS creó el Modelo Pedagógico Institucional  y conformó un 

equipo técnico encargado de sistematizar la propuesta pedagógica. En el Comité participaron 

12 educadoras de las casas vecinales. Hubo, según el balance en cuestión,  capacitaciones en 

“fisiología, pedagogía musical, manualidades, uso de material didáctico, cuerpo, sexualidad 

y derechos de los niños y niñas”.    

Cuando Enrique Peñalosa terminó su periodo, el DABS reconoció, a través del 

informe final de la administración, campos en los que era necesario intervenir para mejorar 

la calidad educativa de las casas vecinales: “Se enfatizó en el control a la prestación del 

servicio de atención a los niños y niñas menores de cinco años. Se identificaron dificultades 

en el manejo de los recursos económicos y se implementaron controles que se acompañaron 

con procesos de formación a los supervisores con énfasis en los aspectos organizativos (…) 

Se pidió la participación de los padres de familia como veedores de las acciones de las casas 

vecinales”.   

Durante la Alcaldía de Antanas Mockus (2001-2004) hubo avances significativos en 

el modelo educativo de las casas vecinales. Persistieron, sin embargo, los problemas en la 

administración de recursos. Así quedó registrado en el informe elaborado por el DABS en  

2004: “Se avanza significativamente en la definición de una serie de procesos que le dan 

orden a la gestión del proyecto y a la prestación del servicio: selección, capacitación y 

formación del talento humano, inscripción e ingreso al proyecto, proceso pedagógico, 

nutricional, de seguridad y salubridad para los niños y niñas, transición al grado cero y 

proceso de apoyo administrativo”. En el ámbito contractual, explican en el documento que 

“se incorporan cambios en la minuta de los contratos; específicamente en la planeación 

presupuestal de la modalidad de casas vecinales; se pasa de giro por rubros a giro 

globalizado con dos componentes: seguridad alimentaria e intervención especializada”.   
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Al finalizar el periodo de contratación (año 2004), el Distrito encontró una 

irregularidad que aparece explícitamente en el diagnóstico:   

En este período, la Gerencia de Prevención tiene noticia de que en algunas casas vecinales, con 

motivo del proceso de matrículas, solicita a  los padres y madres de familia una suma de dinero para 

papelería y útiles escolares, ante lo cual la Entidad se pronuncia indicando que no ha autorizado 

ABSOLUTAMENTE NINGUN COBRO EXTRA DE DINERO. 4  

Hasta entonces, y como plan de contingencia, la Alcaldía definió un manual de 

procedimientos para “el proceso de supervisión en casas vecinales. Continuaron los procesos 

de formación a las madres educadoras y a supervisoras de casas vecinales”5.  Durante ese 

periodo Colsubsidio6 empezó a realizar capacitaciones para las madres comunitarias que 

querían terminar el bachillerato o estaban interesadas en realizar un programa técnico laboral 

en pedagogía infantil ofrecido por esa caja de compensación. La administración Mockus se 

quedó corta, sin embargo, en el trabajo con las familias, como queda estipulado en el 

diagnóstico: “No hay un trabajo sistemático y planeado de interrelación con las familias, la 

intervención se hace de acuerdo a las necesidades y problemáticas evidenciadas en las casas 

vecinales”.   

Dentro del archivo del DABS (hoy Secretaría de Integración Social) aparece un 

estudio sobre los niveles de educación y la edad de vinculación de 1087 madres comunitarias 

que trabajaban en las casas vecinales en ese periodo.   

  

  

  

  

  

  

  

                                                 
4 Mayúsculas originales del texto.   
5 La jerarquía de trabajo en las casas vecinales funcionó, desde los noventa, de la siguiente manera: 

Trabajadoras en el área de alimentos y servicios; auxiliares administrativas; auxiliares pedagógicas; maestras 

técnicas; maestras profesionales; supervisoras y coordinadoras profesionales.  
6 Caja de compensación creada en 1957. Ofrece servicios de subsidio familiar en los campos de salud, 

comercio, turismo, vivienda, educación, recreación y cultura.  
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Tabla 1. Nivel de educación y edad de ingreso a las casas vecinales.  

  

  

El proceso de formación de las madres comunitarias no pudo consolidarse durante el 

periodo de Antanas Mockus. Hubo una tensión latente entre las representantes del 

Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales y el Distrito por la diferencia entre 

las visiones pedagógicas. Por un lado, Elizabeth Piñeros, una de las fundadoras del 

movimiento, explicó que la Alcaldía “no fue lo suficientemente abierta a la hora de escuchar 

las propuestas educativas de las madres que lucharon por la niñez en los barrios de escasos 

recursos”. De otro lado, el Distrito continuaba insistiendo en “formalizar” a las madres 

comunitarias para brindar educación “de calidad”.   

 La administración  de Luis Eduardo Garzón como alcalde Bogotá (2004-2008) buscó 

un diálogo para integrar los saberes de las madres comunitarias con los lineamientos oficiales 
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de educación inicial. Las maestras de las casas vecinales que fueron entrevistadas señalaron 

que durante este periodo se generaron cambios positivos para el Movimiento Cívico 

Comunitario de las Casas Vecinales. El diagnóstico de la Secretaría de Integración Social, en 

efecto, le da mayor relevancia.   

De acuerdo con el documento, se desarrollaron cambios en el modelo pedagógico, en 

la contratación y supervisión de las casas vecinales. En el ámbito pedagógico el Distrito 

adelantó un proceso de caracterización infantil  y “avanzó en procesos de formación de las 

madres educadoras en el marco de jornadas pedagógicas mensuales”. Adicionalmente, se 

realizaron mesas de trabajo con los delegados del Movimiento Cívico Comunitario de las 

Casas Vecinales y se analizaron los aspectos contemplados en la minuta del contrato. 

Llegaron al acuerdo de cambiar los contratos de prestación de servicios por  “contratos para 

impulsar programas y actividades de interés público”, con lo cual se lograba la vinculación 

laboral con prestaciones sociales para las madres comunitarias.   

A los cambios en contratación se sumaron las transformaciones relacionadas con los 

costos del servicio educativo. A través de la Resolución 0957 de 2007 la administración 

distrital estableció “la gratuidad en el servicio de educación inicial en los jardines infantiles 

del Distrito Capital”. Desde entonces, el Distrito asumió la totalidad de los costos que 

anteriormente pagaban las familias (cuotas entre $14.000 y $24.480 mensuales por niño).   

También hubo cambios en la supervisión y sustitución de operadores (ver tabla). Los 

ejes de supervisión fueron: área pedagógica, administrativa y nutricional. Para cumplir el 

objetivo crearon un equipo de profesionales en infancia, que fue clave en la interlocución 

entre las Subdirecciones Locales y las Asociaciones de casas vecinales. Quedaron registradas, 

en ese entonces, mesas de trabajo con la Secretaría Distrital de salud para realizar una 

“coordinación intersectorial y comunitaria”. Se realizaron tres cursos de primer respondiente 

en donde participaron cerca de 1.200 personas; cursos de primeros auxilios; programas de 

salud oral en jardines infantiles  y  se crearon  fichas técnicas sobre salud y seguridad en los 

centros educativos.  

  

Tabla 2. Sustitución de operadores durante la administración de Garzón. 
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Fuente: Departamento Administrativo de Bienestar Social del Distrito Especial de Bogotá (DABS).  

El trabajo con las familias fue constante y hubo interlocución. En cuanto al talento 

humano, la administración encontró algunas dificultades por el nivel escolar de algunas 

madres comunitarias. La Subdirección de Infancia estableció las condiciones mínimas que 

deben cumplir las maestras de los jardines infantiles según lo estipulado en el Decreto 243 

de 2006. Según señala el DABS, el 28% de las maestras (169 de 623 que se encontraban por 

debajo de la formación exigida) no cumplían con el requisito mínimo de ser bachiller 

pedagógico. El 2% (14) presentaban título bachiller; el 31%, equivalente a 193 maestras, 

presentaron título técnico mientras el 20% (124 maestras)  contaban con estudios técnicos 

incompletos. Solamente ocho maestras presentaron títulos de tecnólogas. El 5%, 22 maestras, 

ostentaba  título profesional.   

Aunque el panorama en el área del talento humano no era el mejor, la administración  

aumentó significativamente el presupuesto entre 2000 y 2006 (ver tabla).  En la Alcaldía eran 

conscientes de lo lejos que estaba Bogotá en alcanzar la cobertura universal en la educación 

inicial. De acuerdo con un informe del DABS, los cupos ofrecidos por las casas vecinales en 

2006 ascendía a 12.437 .A esta cifra se suman 38.850 cupos que cubrían los jardines del 

Distrito y los jardines cofinanciados.  En ese entonces, el Distrito no alcanzaba a cubrir la 

cuarta parte de la demanda: “el Departamento calcula que la demanda potencial de los 
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servicios de educación inicial corresponde a 237.952 niños y niñas de 0 a 5 años, con base 

en la última versión de la encuesta SISBEN 2005 para los niveles I y II”.   

  

Tabla 3. Inversión para el programa „Casas vecinales‟ por año.   

  

 
Fuente: Departamento Administrativo de Bienestar Social del Distrito Especial de Bogotá (DABS).  

La administración de Luis Eduardo Garzón, sin embargo, no estuvo exenta de 

problemas. En el archivo del DABS existen procesos de suspensión de contratos con tres 

asociaciones: “El Departamento Administrativo de Bienestar Social tomó la decisión de no 

continuar contratando con la Asociación para el Desarrollo Integral del Barrio El Consuelo, 

con la Fundación Comunitaria Atanasio Girardot y con la Asociación para el Desarrollo 

Integral de la Comunidad y la defensa de la Niñez Asoniñez”, dice el diagnóstico emitido por 

la entidad.  

Las razones esgrimidas para suspender los contratos son las siguientes: los contratistas 

no contaban con la “reconocida idoneidad” para celebrar y ejecutar los contratos 7 ; las 

                                                 
7 De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1° del Decreto 777 de 1992 y 2° del Decreto 1403 de 1992, “se 

entiende por reconocida idoneidad la experiencia con resultados satisfactorios que acrediten la capacidad 
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asociaciones habían “incumplido contratos anteriores celebrados y no ofrecen garantías 

suficientes en cuanto a su capacidad técnica y administrativa”, señala el informe de gestión 

2007. En palabras del DABS, “la reconocida idoneidad implica acreditar experiencia con 

resultados satisfactorios, la cual no podrá ser certificada por el Departamento debido a los 

incumplimientos en que han incurrido las asociaciones mencionadas, respecto a las 

obligaciones adquiridas por la misma en contratos anteriores con la Entidad”.  

Llama la atención, también, la respuesta que entrega el DABS ante las debilidades en 

el área de talento humano:   

Dado que por disposición legal y contractual entre el DABS y la Asociación sin ánimo de lucro 

no existe ningún vínculo laboral así como tampoco con las personas que la contratista emplee en la 

ejecución del contrato, es potestativo sólo de la  misma asociación adoptar el mecanismo que ella 

considere para vincular las personas que requiere para el cumplimiento del contrato, luego entonces 

no le es dable a la administración interferir en estas decisiones.   

En cierta medida, la respuesta del DABS se ajustaba al modelo de subcontratación, 

que le permitía al Distrito endilgar irregularidades a las asociaciones. No obstante, los efectos 

más preocupantes de este tipo de contratación se verían más adelante, durante la 

administración de Samuel Moreno, recordada por protagonizar uno de los episodios de 

corrupción más grandes en la historia de Bogotá: el carrusel de la contratación. En la siguiente 

entrega contamos las secuelas que dejó el carrusel en la historia de las casas vecinales.   

  

  

  

  

  

  

  

  

El vacío fiscal en las casas vecinales que dejó la 

administración de Samuel Moreno  
  

                                                 
técnica y administrativa de las entidades sin ánimo de lucro para realizar el objeto del contrato. La entidad 

facultada para realizar el respectivo contrato deberá evaluar dicha calidad por escrito debidamente motivado”.  
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Por la firma de un contrato por vigencias futuras, las casas vecinales quedaron debiéndole al 

Distrito $2.356.372.466. Además de la deuda, que no se ha saldado, hubo participación del grupo 

Torrado, implicado en el episodio de corrupción de la administración Moreno, en la 

contratación de alimentos para jardines infantiles, entre ellos las casas vecinales. Los jardines, 

operados por madres comunitarias, incumplieron en la prestación de servicios.   

  

La administración Moreno (2008-2011) pasaba por tiempos difíciles en 2010:  

informes de prensa e investigaciones por parte de la Fiscalía y la Procuraduría dejaron al 

descubierto el „carrusel de la contratación‟; una red financiera  en donde aparecían 

negociaciones con contratistas que beneficiaron a figuras políticas y a los representantes de 

algunas autoridades de control como la Personería y la Contraloría. Se calcula que el 

detrimento patrimonial durante el „carrusel‟ ronda $1 billón. 8  Tanto concejales como 

contratistas del Distrito se beneficiaron del „Carrusel‟9. Dentro de las entidades en donde 

hubo irregularidades está la Secretaría de Salud, el Instituto de Desarrollo Urbano (IDU), la 

Empresa de Renovación Urbana, el Fondo de Vigilancia y Seguridad y la Secretaría de 

Integración Social (SDIS). Esta última, como se mencionó anteriormente, tenía bajo su 

responsabilidad la educación pública de niños y niñas de 0 a 5 años en Bogotá.   

En este punto es necesario detenerse. Según un informe presentado por Gustavo Petro 

(en ese entonces candidato presidencial por el Partido Polo Democrático Alternativo), Carlos 

Vicente de Roux, concejal de Bogotá y el senador Luis Carlos Avellaneda (ambos 

pertenecientes al partido político de Petro) empresas relacionadas con los hermanos Édgar 

Torrado García (concejal) y Efraín Torrado García (senador), ambos pertenecientes al  

Partido de la „U‟,  habían celebrado contratos por cerca de $161.130 millones con la SDIS, 

es decir, el 28% de la contratación de Secretaría de Integración. 10  De acuerdo con el 

documento presentado, en la administración de Luis Eduardo Garzón las empresas en 

cuestión contrataron $15.353 millones con el Distrito, lo que quiere decir que hubo un 

incremento de más del 1000% en la era de Samuel Moreno.    

  

Imagen 1. Contratos del grupo Torrado con la Secretaría de Integración Social.   

  

                                                 
8 Ver en http://lasillavacia.com/historia/estas-son-las-investigaciones-del-cartel-de-la-contratacion-21700  
9 Ver en http://www.semana.com/nacion/articulo/el-segundo-bogotazo/339828-3  
10 Ver en http://www.semana.com/politica/articulo/lo-encontro-comision-petro-sobre-contratacionbogota/123581-3  
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Fuente: Informe presentado por Gustavo Petro, Carlos Vicente De Roux y Luis Carlos Avellaneda en octubre de 

2010.  

En el informe fueron mencionadas las casas vecinales que operaban en la localidad de 

Bosa:   

Entre comienzos de 2008 y mediados de 2010, la SDIS ha celebrado convenios bajo la 

modalidad de contratación directa y por un valor total de al menos $24.000 millones, con mínimo 22 

asociaciones de Bosa, localidad en que la actual Secretaria de Integración desarrolló la mayor parte 

de su trabajo político. En ninguna otra localidad la contratación de la Secretaría con asociaciones 

presenta esa magnitud. Los convenios con las 22 organizaciones de Bosa se refieren al manejo de 

comedores comunitarios, la atención integral en educación inicial para niños menores de seis años, y 

las actividades de las casas vecinales.   

Pese a que las casas vecinales de Bosa tuvieron una relación directa con el grupo 

Torrado, no hubo evidencia de detrimento patrimonial al interior de los jardines. Sin embargo, 

más allá de los efectos del „cartel de la contratación‟ en las casas vecinales hubo un episodio 

que no fue registrado por los medios de comunicación y que el Distrito no ha logrado resolver. 

Se trata del vacío fiscal que dejaron las casas vecinales durante la administración de Samuel 

Moreno. Cuando Gustavo Petro llegó a la Alcaldía de Bogotá (1 de enero de 2012) se 

encontró con una deuda de $2.356.372.466  provenientes de 106 casas vecinales. La razón: 

la Secretaría de Integración Social firmó contratos por vigencias futuras con las casas y éstos 

no se terminaron de liquidar. Esta contratación ha pasado inadvertida hasta hoy por los 

medios de comunicación.   
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Harolh Gómez Martínez, subsecretario de integración social desde junio de 2012 hasta 

septiembre de 2013, explica el problema  de la siguiente manera:   

  

En los años anteriores a 2009 los contratos se liquidaban cada 12 meses. Lo que hizo la Alcaldía 

de Samuel Moreno fue contratar a través vigencias futuras, es decir, el contrato se ampliaba hasta 

2012 y no se liquidaban año a año.  El problema es que cuando un jardín no atendía a un niño, o dejaba 

de entregar alimentos o material didáctico, esos recursos retornaban al Distrito cuando se liquidaba el 

contrato. Como la anterior administración amplió la vigencia del contrato, nunca se liquidaron los 

recursos de 2009, 2010 y 2011. Las casas vecinales se endeudaron y a nosotros nos tocó asumir ese 

problema.  

  

Lo cierto es que la interventoría realizada por la  Universidad Nacional Abierta y a 

Distancia (UNAD) estableció  que después de ejecutar los contratos por vigencias futuras las 

casas vecinales debían devolverle al Distrito $2.356.372.466. La liquidación, a finales de 

2013, estaba en entredicho. Las casas vecinales dilataron el proceso y la SDIS empezó a 

realizar la liquidación en diciembre de ese año.  Dentro de las casas que le adeudan más 

dinero al Distrito aparecen: Babilonia, Usaquén, ($40.324.778); Orquídeas, Usaquén, 

($43.964.828);Tibabita, Usaquén, ($33.538.698); San Vicente Ferrer, Tunjuelito, 

($47.455.052) y Marichuela , Usme, ($47.629.029).  

No solamente fue el vacío fiscal lo que dejó la administración Moreno en las casas 

vecinales. Según un informe de la Secretaría de Integración Social realizado en junio de 2008, 

la entidad tuvo serios inconvenientes a la hora de pagar servicios básicos en las casas durante 

los primeros seis meses de la administración. Hasta hoy, no existe ningún doliente en la 

Secretaría que pueda explicar esta ausencia. En el siguiente cuadro aparecen las casas 

vecinales que no recibieron recursos por parte de la Secretaría de Integración Social para 

pagar los servicios públicos.   

  

  

  

  

Tabla 4. Casas vecinales que no recibieron presupuesto para pagar los servicios públicos.  
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Fuente: Secretaría Distrital de Integración Social (SDIS).  
  

A las anteriores irregularidades de tipo administrativo se suman las siguientes, que 

dan cuenta del abandono de las casas vecinales. El 14 de marzo de 2008 llegó una de las 



19  

  

quejas más graves que ha recibido la Secretaría de Integración Social con respecto a estos 

jardines: “Reclamo No. QUE-655– Caso de presunto abuso sexual a la niña Daniela  

Alvarado Prada. Casa Vecinal El Nevado, Subdirección Local de Usme”. La denuncia llegó 

hasta ahí y la misma Secretaría de Integración Social lo admitió: “Se realizaron reuniones 

con las formadoras de la casa vecinal y los padres de la niña para analizar y establecer un 

plan de acción frente a la situación presentada”, según consta en el diagnóstico de 2011.  

No se conoció el plan de acción. Pero sí hubo una “reunión con las familias usuarias del 

servicio de la casa vecinal para establecer el nivel de percepción del servicio por parte de 

usuarios y usuarias”.  

Como resultado del proceso de reportería también  se encontraron otra serie de 

denuncias por parte de los usuarios. Dentro de los reclamos aparece la Casa Vecinal  

Marichuela, ubicada en Usme. El 29 de febrero llegó una queja por supuestas  

“irregularidades administrativas” presentadas en el jardín infantil. La denuncia, como aparece 

en los registros, fue archivada. La otra queja que fue encontrada en el archivo de la  

Secretaría de Integración Social está relacionada con “el no pago del mes de abril a las 

maestras por parte de la Fundación Cuna del Arte; incumplimiento en la minuta nutricional 

y fallas locativas en la Casa Vecinal El Consuelo”.  El conflicto se resolvió en junio de 2008, 

después de que la Subdirección Local llegara a un acuerdo con la fundación para pagar los 

salarios de las maestras.  

Concluye la Secretaría de Integración, después del periodo de Moreno Rojas que:   

El modelo de casa vecinal conjuga dos miradas: la comunitaria y la contractual; es necesario 

definir desde la institucionalidad el horizonte y el deber ser de las organizaciones comunitarias en 

procura de no colapsar un modelo que es del todo útil para la ciudad y el Estado en la medida en que 

se contribuye con el servicio a brindar una atención cualificada  a población infantil en alto estado de 

vulnerabilidad social.   

La veeduría familiar, que se promulgó años atrás, aún no había tomado forma: “Es 

preciso que se activen los comités locales de veeduría como instancias que conjugan la 

participación de actores institucionales y comunitarios para realizar esfuerzos y hacer 
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control social. Esto en el marco de la participación de los padres de familia para el ejercicio 

del control y veeduría ciudadana en las casas vecinales”:   

Como se mencionó anteriormente, durante los últimos 15 años las madres 

comunitarias pasaron de tener 136 casas vecinales a 103 en 2013. Al revisar la base de datos 

con la información de las casas vecinales desde 2002 hasta 2013 es evidente que los cierres 

de los jardines infantiles empezaron a ser una constante desde 2006, año en el que nueve 

centros educativos cerraron sus puertas11.  Durante el proceso de investigación se recopiló 

una base de datos que cuenta con cerca de 40 mil datos: como el número de casas en los 

últimos 10 años; cuántos cupos  fueron distribuidos en los jardines, el presupuesto ejecutado 

año a año y el costo cupo/año. Esta información es presentada a través de una infografía que  

muestra en una línea de tiempo cómo se fue derrumbando el proceso de las casas vecinales, 

incluyendo la deuda de los jardines que apareció en la administración Moreno.  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

                                                 
11 Se trata de las casas vecinales Israelita El Principito; Mi Pequeño Mundo Perpetuo Socorro; Mis Primeros 

Pasos Tintalito; La Flora; Nuestra Señora de Guadalupe; Mi Pequeño Paraíso; Asmudesco; Santa Cecilia Mi 

Pequeño y Tibabita.  
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*Para ver la infografía completa, ingrese a http://bit.ly/1K14KeO  



22  

  

  

  

  



23  

  

  

  



24  

  

  

  



25  

  

  



26  

  

  

  

  



27  

  

  



28  

  

  

  

  



29  

  

  

  

  



30  

  

 

  

  



31  

  

 

  



32  

  

 

  

  



33  

  

  

  



34  

  

A partir de la infografía puede deducirse, por ejemplo, que no hubo un esquema 

financiero que permitiera un cobro equitativo para cada uno de los jardines en relación al 

número de cupos. El presupuesto es excesivo en algunos casos y la Secretaría de  

Integración Social señaló que “la responsabilidad recae en anteriores administraciones”. Para 

reseñar algunos casos sobresalientes, por ejemplo: la casa vecinal Villa de Los Comuneros 

(localidad de Bosa) tuvo un presupuesto en 2010 de $202.588.598  para atender 55 cupos; a 

la casa vecinal Humberto Valencia (localidad de Bosa) le asignaron $318.726.469  ese mismo 

año para atender el mismo número de cupos. Otro caso similar es el presupuesto del jardín 

Juan Rey, de la localidad de San Cristóbal, que contó con $111.815.293 para atender a 70 

niños y niñas en 2007. Otro jardín que operaba en la localidad era Ejército de Salvación, que 

para el mismo número de cupos tuvo $37.732.092.  Casos como los mencionados se 

replicaron en los últimos 10 años (ver infografía).  

En relación al análisis realizado sobre los gastos en alimentación y los precios 

cupo/día, vale la pena señalar algunos casos que despiertan dudas sobre el destino final de 

los recursos: en 2009, la casa vecinal El Ruby (localidad de Suba), que contaba con 94 cupos, 

recibió $5.963.360 para alimentación, mientras que el jardín Tirimaquitos, ubicado en la 

misma localidad con 100 cupos, tuvo a su disposición $6.344.00. En cuanto al precio 

cupo/día, en 2011 también se presentaron algunos casos desproporcionados.  La casa vecinal 

Barlovento (localidad de Ciudad Bolívar), por ejemplo, cobraba $13.350 por el cupo/día, 

mientras que La Casona, ubicada en la misma zona, tenía dos cupos más y cobraba $12.298. 

Vale la pena decir, sin embargo, que en relación a los materiales didácticos y los gastos en 

recurso humano no se encontraron inconsistencias. Sin embargo, no existía una 

estandarización por parte de la Secretaría de Integración que permitiera analizar cuál era el 

rango presupuestal que podía destinar cada casa vecinal para recurso humano y materiales 

didácticos.  

  

  

  

Fotografía 2. Manifestación de las maestras de las casas vecinales.  
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El  19 

 de diciembre de 2012, las maestras de la casa vecinal Mi Pequeña Casita se reunieron para protestar en contra de 

la SDIS.  /Tomada de El Espectador- Fotógrafo: Andrés Torres.  

  

  

En este proceso existen voces de respaldo a la administración de Samuel Moreno. Si 

el funcionamiento de las casas vecinales en los últimos 10 años es puesto sobre una balanza 

ésta se inclinaría hacía el lado positivo si hablara Luis Velásquez; vocero de las madres 

comunitarias desde 1983. Desde ese entonces Velásquez, Elizabeth Piñeros y  Paulina Triviño 

empezaron a formular un programa de madres comunitarias en la ciudad. No hay una 

negociación entre las madres y el Distrito en la que Velásquez no esté involucrado: “Ellas no 

toman ninguna decisión si él no la aprueba. Sabemos que es necesario entenderse con él 

primero”, decía una funcionaria de la Subdirección de Infancia de la Secretaría de Integración 

Social durante el proceso de investigación para realizar este artículo. Velásquez trabaja en la 

localidad de Ciudad Bolívar desde los ochenta y es representante de la Asociación Para el 

desarrollo comunitario Manuela Beltrán Mis pequeñas travesuras, que durante 2013 

administró 10 casas vecinales en la localidad.   

Cuando es interrogado por la labor de las madres comunitarias que integraron las casas 

vecinales, Velásquez es enfático:   
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Había participación, arraigo. Ellas sentían como suyo el proceso con la gente, con las familias; 

respetaban a los niños y a las familias, y eso permitía que los recursos se cuidaran bastante. Fue un 

proyecto que nació de las mujeres en los barrios populares. Hasta 2012 las cosas venían funcionando 

muy bien.  Lo que hoy llaman estándares de calidad para la educación inicial lo desarrollamos 

nosotros. Porque las mujeres que están ahí se dan cuenta de las necesidades de los niños, son las que 

sienten en su propio cuerpo y carne el dolor de los niños.  

La balanza no se inclinaría hacia un lado positivo si es  vista desde la actual 

administración distrital. Harolh Gómez Martínez, subsecretario de Integración Social en 

2012, conoce de cerca el modelo de las casas vecinales; fue él quien impulsó el cambio en el 

esquema de tercerización con estos jardines infantiles. “Entre ellas hay una tensión muy 

fuerte: dicen que no se venden políticamente a nadie pero internamente saben que algunas 

se han vendido y que han perdido la perspectiva. De las 103 casas vecinales, el 30% era de 

la línea conservadora, ortodoxa, mística; donde están „las camelladoras‟12; Elizabeth,  

Paulina…El 70%  se había venido embolatando en  el camino porque nacieron después de 

los noventa, y estaban infiltradas por políticos del Polo que luego se pasaron al Partido 

Verde”, sostiene Martínez.   

 En la localidad de Ciudad Bolívar, donde funcionan 20 casas vecinales, está la oficina 

de Luis Velásquez. Empieza a frotarse las manos antes de hablar. Es un hombre corpulento 

que supera los 40 años y habla desde su oficina ubicada a pocas cuadras del Hospital Meissen 

(Ciudad Bolívar). Intenta evadir la pregunta sobre presuntas irregularidades en los jardines 

pero termina aceptando la hipótesis de Martínez: “Sí se encontraron algunas irregularidades, 

pero eran debilidades administrativas principalmente. Nunca se ha comprobado que la Casa 

Vecinal se haya robado la plata de los contratos. Se comprobaron algunas irregularidades 

en el manejo pero nunca que una persona se haya enriquecido con las casas vecinales. Se 

dieron casos en que ahorraban en material didáctico o en alimentación”. A simple vista, 

Velásquez no parece una persona ostentosa; se viste con una camiseta blanca y un pantalón 

de jean. Dice que ha vivido en Ciudad Bolívar toda su vida.   

                                                 
12 Mujeres trabajadoras.   
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Insiste, sin embargo, en que las casas que se cerraron no atravesaron por episodios de 

corrupción:   

En la evaluación que hizo la Secretaría a finales de 2012 quedó demostrado que un promedio 

de 34 casas estaban por debajo del puntaje regular. En Ciudad Bolívar cerraron Candelaria la Nueva 

y Arabia. El movimiento de casas vecinales siempre ha funcionado con comités locales; ahí 

evaluábamos lo pedagógico, lo organizativo. Antes éramos 27 jardines en Ciudad Bolívar, luego 

fuimos 22.  Cuando había reunión con otras localidades no venía todo el mundo. En Usaquén había 

siete, y el año pasado vinieron 5. En cada localidad hay 2 o 3 que se quedan por fuera.  Aparecieron 

dificultades, no enormes, sino organizativas.   

Cuando se trata de la participación política en las casas vecinales Velásquez admite 

que hubo algunas que sí estuvieron involucradas: “La mayoría no estaban relacionadas con 

politiquería…Aunque había algunas, claro, pero más a título personal que como jardín. 

Nosotros como movimiento nunca nos casamos con algún partido político. Algunas personas, 

eso está claro, son amigas de Antonio Sanguino y de Ángela María Robledo [ambos 

miembros del partido político Alianza Verde.] Amigos del Polo en su momento. Pero de 

nuevo,  los que somos del movimiento nunca nos matriculamos con algún partido político”.   

“Después de 2009 se vendieron”, repite una y otra vez Harolh Gómez Martínez. Según 

él, desde que la administración de Samuel Moreno cambió los contratos por vigencias futuras 

el Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales se vino abajo: “En el tema de las 

vigencias futuras se vendió la mitad del movimiento. Amarraron sus procesos a políticos del 

Concejo. Fue catastrófico; era la muerte de las casas vecinales. Supimos que las Asociaciones 

iban a desaparecer porque jurídicamente iban a quedar como deudoras ante el Estado. 

Abandonaron prácticas comunitarias que tenían y fueron perdiendo su identidad.  Se 

embolataron y perdieron el rumbo: un contrato vendió su identidad”.   

Luis Velásquez tiene su propia interpretación sobre el episodio de 2009:   

El contrato a vigencias futuras nos dio estabilidad. Nosotros no hicimos parte del „carrusel‟, 

nosotros tenemos un arraigo por lo que hacemos, somos del pueblito. La interpretación que ellos (la  

Secretaría de Integración Social) hacen de la interventoría realizada por la UNAD es equivocada.   

En 2010 algunos jardines hacen ajustes por plantas físicas, a algunos se les baja la cobertura y otros 

aumentan”. Hay unos presupuestos que quedan y ellos lo descuentan. La interpretación que da la 
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UNAD es que nosotros no ejecutamos esos recursos y no son recursos que sobran sino que en 

septiembre de 2011 estaban por ejecutar.   

 En relación al argumento presentado por Velásquez es necesario aclarar que durante 

2010 solamente se realizaron cambios en las plantas físicas de las casas vecinales Isla del Sol 

(Tunjuelito) y J.J Rondón Niño Jesús (Ciudad Bolívar), según el registro de reforzamiento 

estructural en jardines infantiles del Distrito, entregado por la Secretaría de Integración 

Social. De otro lado,  es cierto que existen cambios en la cobertura de jardines infantiles 

durante la administración Samuel Moreno (ver infografía). Sin embargo, el aumento o la 

disminución de cupos es una constante desde el año 2002, con lo que la justificación de 

Velásquez perdería validez.   

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

  

Tabla 5. Inmuebles reforzados entre 2007 y 2012.  

2004-2007  C.V. LA ABEJA MAYA  BOSA  Inmueble Reforzado  
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2004-2007  C.V. OLARTE  BOSA  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. ACACIA SUR  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. M BELTRÁN MIS PEQUEÑAS TRAVESURAS  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. LA IGUALDAD  KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. LA UNIDAD  KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. RISITAS INFANTILES - PATIO BONITO  KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. VILLA RICA  KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. SAN ISIDRO - LOS CARIÑOSITOS  SAN CRISTÓBAL  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. EL TRIUNFO  SANTA FE  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. GOTICAS DEL ROCIO  SANTA FE  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. BABILONIA  USAQUÉN  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. LA FISCALA  USME  Inmueble Reforzado  

2004-2007  C.V. PEBLES Y BAMBAM  USME  Inmueble Reforzado  

2008  PARAÍSO NUESTRA SEÑORA DE GUADALUPE   KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2008  LA CHUCUA  SUBA  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. ISRAELITA  BOSA  Inmueble Reforzado  

2008  J.I. HUMBERTO VALENCIA  BOSA  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. BARLOVENTO  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. ANTONIA SANTOS  BOSA  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. J.J RONDÓN ALTO DE LA CRUZ  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. LA CASONA  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. LOS NIÑOS TRAVIESOS - GIBRALTAR II SECTOR  CIUDAD BOLÍVAR  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. AMAS DE CASA- JACKELINE  KENNEDY  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. CHUNIZA  USME  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. AMIGUITOS DEL VALLE DE CAFAM  USME  Inmueble Reforzado  

2008  C.V. CLASS  KENNEDY  En Construcción  

2008  C.V. LA LIBERTAD  BOSA  En Construcción  

2009  C.V. MINUTO DE MARIA  CIUDAD BOLÍVAR  Por iniciarse  

2009  C.V. SANTA CECILIA  USAQUEN  En revisión por Fonade  

2009  C.V. SERRANÍAS  USME  En revisión por Fonade  

2009  C.V. BULLICIOSOS  BOSA  En revisión por Fonade  

2009  C.V. LOS PRINCIPITOS  RAFAEL URIBE  Proyectado con recursos  

2008  C.V. GRAN YOMASA  USME  En Construcción  

2008  J.I. ESTRELA DEL SUR  CIUDAD BOLÍVAR  En Construcción  

2008  J.I. LORENZO ALCANTUZ  USME  En Construcción  

2009  C.V. ESTRELLA DEL MAÑANA - NACIONES UNIDAS  CIUDAD BOLÍVAR  En Contratación  

2010  C.V. ISLA DEL SOL   TUNJUELITO  En licencia  

2010  C.V. JJ RONDÓN NIÑO JESUS  CIUDAD BOLÍVAR  E&D  

2011  C.V. MARICHUELA  USME   Estudios Previos    

2011  C.V. SAN CAYETANO  SUBA    E&D   

2012  C.V. MI PEQUEÑA CASITA - EL MIRADOR  RAFAEL URIBE   Estudios Previos    

2012  C.V. NUEVOS TIMANQUITOS  SUBA   Estudios Previos    

Fuente: Secretaría Distrital de Integración Social.   
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Otra  razón que presentó Velásquez como defensa de las casas vecinales es que “en 

2010 el Distrito no hizo ajustes, no aumentaron un solo peso y debían aumentar el 

presupuesto de acuerdo a lo que estuviera el IPC [Índice de precios al consumidor]. Iniciaron 

un proceso de liquidación de esos contratos y está en discusión con algunos jardines que  sí 

reconocen que hay dinero que sobra. Demostrado eso, aceptamos que se descuente. No 

pueden llegar a decir: usted me debe, cuando usted no me ha demostrado que le debo”. Este 

argumento también se puede controvertir. De acuerdo con la información entregada por la 

SDIS, el presupuesto para las casas vecinales aumentó $3.745.534.832, pasando de 

$22.996.526.373 a $26.742.061.205.   

Así las cosas, el alcalde Gustavo Petro  heredó 103 casas vecinales endeudadas con el 

Distrito y dispuestas a controvertir el vacío fiscal que halló la interventoría.  Convencido de 

que la mejor opción era eliminar la tercerización, Petro estructuró un plan para incluir a las 

casas vecinales dentro del sistema de educación pública que ofrece el Distrito. Su idea fue 

cuestionada  en el Concejo distrital y en las Juntas Administradoras Locales (JAL). Fue 

entonces cuando apareció un nuevo elemento dentro de este derrumbe: el clientelismo, 

denunciado por la misma administración distrital.   
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Casas vecinales, ¿al margen del clientelismo?  

La Secretaria de Integración Social, Teresa Muñoz, denunció públicamente a concejales de la 

bancada del Partido Verde por utilizar a las casas vecinales como fortín político. A la fecha no 

hay ninguna prueba que sustente su afirmación. Ángela Robledo, exdirectora del DABS y 

senadora por el Partido Verde, responde ante cuestionamientos.  

Una de las hipótesis que mencionó en su momento la Secretaria de Integración Social, 

Teresa Muñoz Lopera, fue que detrás de los contratos de la SDIS había miembros de grupos 

políticos.13 En particular señaló que el Partido Verde administraba contratos de la Secretaría; 

refiriéndose a los concejales Hosman Martínez y Antonio Sanguino. Funcionarios del Distrito 

señalaron, además, que la senadora Ángela María Robledo contaba con un “fortín político” 

en la Secretaría de Integración.  Sin embargo, tanto Luis Velásquez como los políticos 

mencionados desmintieron que existiera clientelismo alrededor de las casas.   

Adicionalmente, académicos como Ángel Libardo Herreño han argumentado que   

El DABS se ha convertido en un lugar propicio para la corrupción y el clientelismo. Según el 

Movimiento Social de Casas Vecinales y SINTRADISTRITALES, es frecuente que se creen puestos 

para satisfacer favores políticos, sin respetar la estructura administrativa de la entidad, poniendo en 

cuestión los principios básicos de la carrera administrativa. Además, afirman que en buena medida la 

corrupción se ha instalado en las DABS por una falta notable de conocimiento de la realidad social 

de Bogotá, que conlleva al establecimiento de “políticas de escritorio” sin seguimiento ni control, 

aptas para cometer toda clase de delitos contra la administración pública de la ciudad.   

En la investigación no se pudo establecer una relación directa entre los movimientos 

de madres comunitarias y los concejales en mención; en cuanto a financiación de campañas 

no aparecen aportes por parte de los operadores de las casas vecinales. Se sabe, solamente, 

que las madres tienen una relación cercana con los dos concejales del Partido Verde y con el 

cabildante Juan Carlos Flórez, quien atendió sus denuncias durante el proceso de eliminación 

de la tercerización. Al ser consultados, Sanguino y Martínez prefirieron no pronunciarse, pues 

                                                 
13 Ver en http://www.lafm.com.co/noticias/denuncian-que-contratos-de-145049  
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según ellos, serán las autoridades las que determinen si en las afirmaciones de Muñoz hubo 

calumnia.   

 Lo que se pudo confirmar es que, en cuanto a comedores comunitarios, sí hubo 

participación del Partido Verde. 14 El representante legal del Partido Verde hasta 2013, Carlos 

Ramón González Merchán, fue miembro del Consejo Directivo de dos operadores que 

administraban seis comedores comunitarios. Entre los tres comedores, según la SDIS, 

atendían a 700 personas.  

‘No recibí denuncias sobre clientelismo’: Ángela María Robledo  

La senadora Ángela María Robledo, quien fue  directora del DABS en el periodo  

2001-2003, durante la administración de Antanas Mockus, accedió a responder una serie de 

preguntas sobre el Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales:  

P15: ¿Está de acuerdo con el modelo que implementó la administración del alcalde Gustavo 

Petro en las casas vecinales?  

R: La idea que motiva el modelo que impulsó el alcalde Petro es recomendable y defendible: 

generar condiciones laborales dignas para las mujeres encargadas del cuidado de la vida y la 

educación de muchos niños y niñas del Distrito. Así mismo, resulta muy importante generar el plan 

articulado entre la Secretaría de educación, Cultura e Integración Social para ofrecer un proceso de 

educación inicial integral. Acogiendo, de esta manera, muchas recomendaciones de estudios 

nacionales e internacionales para la formación de niños y niñas menores de 5 años.   

Vale la pena señalar que el Gobierno Nacional nunca ha asumido esta responsabilidad, a pesar 

de que desde 1968 cientos de mujeres en condiciones de pobreza han cuidado y educado los hijos de 

sus vecinos y vecinas.  Sólo este año,  por mandato de la Corte Constitucional, va a iniciarse el pago 

de un salario  mínimo a las madres comunitarias;  se va a realizar de manera gradual. Cabe recordar 

también que el Distrito hizo este reconocimiento económico hace 13 años.  

De otra parte, no se puede negar que al principio la aplicación de este nuevo modelo tuvo 

dificultades en la asignación de los contratos y en la concertación con las madres educadoras. Hay 

                                                 
14 Ver en http://www.elespectador.com/noticias/bogota/los-comedores-comunitarios-de-un-lider-del-partidoverd-

articulo-474369  
15 P: pregunta; R: respuesta.  
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que ir con mucho cuidado para no fracturar el tejido social de estas organizaciones que han mantenido 

este trabajo durante más de 15 años. Por otro lado, vale la pena resaltar que la mayoría de estos 

contratos se han realizado por un año y han significado un aumento de su ingreso salarial de un 20% 

en promedio.  

P: ¿Cuál es su opinión sobre la labor que han desempeñado las madres comunitarias en el 

modelo de casas vecinales?  

R: Ejemplar y admirable porque su tarea de cuidado y educación con los niños ha estado 

acompañada de un proceso de cualificación profesional y de organización comunitaria que buscan 

crear las condiciones de una relación pedagógica entre maestras y niños para enriquecer los procesos 

cognoscitivos, emocionales sociales y culturales en la niñez. También hay que recordar que estas 

“madres-maestras” tienen bajo su responsabilidad el cuidado de la salud, la alimentación y la atención 

a las familias de las familias de estos niños y niñas.   

P: El alcalde señaló que la subcontratación generaba clientelismo alrededor del movimiento de 

las casas vecinales, ¿Está de acuerdo con esta afirmación?  

R: Nunca he recibido denuncias al respecto. En mi trabajo de control político siempre cuento 

con pruebas, evidencia verificable y datos confiables para adelantar las denuncias. Así se puede ver 

en el debate de control político que adelanté por las actuaciones de  la directora del ICBF Elvira Forero 

en las millonarias contrataciones de alimentación escolar, después del cual la señora Forero tuvo que 

renunciar.  

P: Otra denuncia de la Secretaría de Integración consistía en presuntas irregularidades en 

algunas casas vecinales por desviación de recursos  ¿Usted conoció algún caso en donde existiera 

desviación recursos?  

R: Para desarrollar la cultura de la transparencia y el respeto de los recursos públicos como 

sagrados, desarrollamos tres estrategias frente a las casas vecinales: fortalecimiento del proceso de 

supervisión de los contratos de servicios de casas vecinales; ciclo de formación en habilidades 

gerenciales para las coordinadoras; capacitación en aspectos contables, financieros y administrativos 

con el fin de optimizar el manejo de los recursos de las asociaciones de las casas vecinales. Nunca 

tuvimos una denuncia por irregularidades en casas vecinales.  
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Si bien en el plano del clientelismo no hubo hallazgos relevantes, la administración 

Petro se la jugó por eliminar la tercerización, en donde se presentaron serias dificultades que 

contamos en la próxima entrega.   

La transformación de las casas vecinales en la era Petro  

La educación de 11.182 niños quedó en vilo durante dos meses por fallas en la implementación 

del modelo público. Las maestras fueron contratadas por prestación de servicios. Distrito 

incumplió en alimentación, luego de contratar a empresas relacionadas con el grupo Torrado. 

La secretaria de Integración Social, Teresa Muñoz,  renunció y el Distrito tuvo que activar un 

plan de emergencia.  

Una de las primeras ideas de Harolh Gómez Martínez cuando llegó a la Secretaría de 

Integración Social en 2012 fue la  siguiente: “Pensé, si queremos cuidar organizaciones 

comunitarias de base es mejor que no les demos más contratos para que no sigan 

“culebreando”. Teníamos que sanear la deuda y comenzamos a liquidar. Durante el primer 

año logramos sanear como $1.500 millones. La instrucción de Petro era clara: mantenemos 

la independencia política y que el Estado reasuma su papel en la educación inicial. La 

subcontratación, por ende, debía disminuirse”.   

Todo comenzó en diciembre de 2012 con la vinculación de 1.571 mujeres que 

trabajaban en las casas vecinales a la planta del Distrito; ninguna coordinadora administraría 

recursos. Sin embargo, para que las madres comunitarias aceptaran el cambio, el Distrito tuvo 

que realizar una oferta, como lo admite Gómez: “Hicimos una negociación para tercerizar 

algunas cosas. Eso sí, no entraban las casas que no tuvieran capacidad administrativas o 

que presentaran deudas. Realizamos un balance de inspección y vigilancia e identificamos 

que algunas tenían un buen nivel en la ejecución de recursos. De las 103 casas, 68 

presentaron un buen balance. Con las 68 contratamos manipulación de alimentos y servicios 

generales para las 103”.  

En la otra orilla, Velásquez recuerda que, en efecto, hubo una evaluación técnica que 

dejó por fuera a las restantes 35 casas vecinales de la contratación de alimentos y servicios 

generales: “Desde la mirada de infraestructura y proyectos pedagógicos hacen una 

evaluación. Salieron afectadas varias asociaciones; no es que tuvieran irregularidades 
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económicas sino que no cumplían con ciertos requisitos técnicos. Algunas cedieron los 

contratos. Lo que hicimos fue agrupar asociaciones: en Ciudad Bolívar agrupamos 3 para 

las 20 casas vecinales y ahí nos hemos mantenido trabajando bien”.   

El acuerdo con el Distrito, sin embargo, no tuvo efectos inmediatos esperados. Entre 

enero y febrero de 2013 las casas vecinales cerraron sus puertas y la educación de 11.182 

niños quedó en vilo.16  La razón: la Secretaría no pudo contratar directamente al personal de 

las casas vecinales; tuvo que acudir a contratos por prestación de servicios durante todo el 

año. Una madre comunitaria que viene trabajando desde la década de los ochenta dijo17: 

“Somos más de 1.000 mujeres que hemos dado todo por esta ciudad y pasamos a una 

inestabilidad laboral nunca antes vista.  Los contratos con las maestras están entre 3 y 5 

meses, con interrupciones mientras se firma el otro contrato. Antes veníamos contratadas 

con subsidios y sin interrupciones. ¡Estamos ya a 19 de diciembre y es la hora en que la 

Secretaría les está girando la liquidación a las maestras de Ciudad Bolívar que terminaron 

el contrato en agosto!”.   

Con esta versión coincide Luis Velásquez: “Si nosotros no aceptamos esos contratos, 

si no les ayudamos en el mes de febrero, los niños se habrían quedado mucho más tiempo sin 

educación. Además, tampoco tenían como entregar alimentos: de eso se encargaron las 

madres durante los primeros meses. De otro lado, un contrato de prestación de servicios no 

tiene garantías y cada vez que se termina queda suspendido mínimo 15 días; la gente está 

perdiendo esos días y nadie los rembolsa. Hasta 2012 todas las madres comunitarias venían 

trabajando con prestaciones sociales incluidas”.  El cambio, según el Movimiento Cívico 

Comunitario de las Casas Vecinales, tuvo una gran repercusión “en el trabajo comunitario. 

Las maestras fueron trasladadas y no pudimos trabajar como lo hacíamos antes. Ya no hay 

asociación, acompañamiento”.  

Aunque la misma Secretaría admite que  fue necesario contratar al personal a través 

de contratos por prestación de servicios, existe una pelea de fondo entre los argumentos de la 

Secretaría y el Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales. Por un lado, el 

                                                 
16 Ver en http://www.elespectador.com/noticias/bogota/hijos-deriva-articulo-402467  
17 Solicitó mantener su nombre en reserva ante una  “posible represalia” por parte de la Secretaría de 

Integración Social.   
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entonces subsecretario de integración social dijo que “a nosotros no se nos levantaron las 

mujeres de las casas vecinales por un detalle sencillo y evidente: las maestras se dieron 

cuenta que las estaban „tumbando‟ con el pago. Cuando llegamos a contratarlas les dijimos 

que iban a ganar $1.400.000 y ellas decían “a mí me pagaban $700 mil” y terminaron 

aceptando que era más benéfico pasar a la nómina del Distrito”.   

No obstante, otra es la versión  de una de las líderes del Movimiento Cívico 

Comunitario de las Casas Vecinales: “A las maestras les aumentaron el sueldo en teoría. Una 

maestra que gana $1.700.000, por ejemplo, tiene que cotizar las prestaciones sobre el 40% 

del contrato. Como es un contrato de prestación de servicio no le reconocen ninguna 

prestación social, por eso termina  ganando los mismos $700 mil. Con este tipo de contratos 

usted tiene que asumir todo: salud, dotación de trabajo, pensión. Además no hay descansos 

remunerados”.  Esta versión fue compartida por algunas maestras: “El problema es que no 

contamos con prestaciones sociales y había suspensiones constantes de los contratos. Lo que 

más nos preocupa es que la Secretaría envía profesoras de planta a remplazarnos, y ella no 

conocen el modelo pedagógico popular, no conocen a los niños y no sienten el mismo amor 

por el trabajo”.  

Al analizar la base de datos que contiene el valor de los salarios que la SDIS le pagó 

a las maestras durante los últimos tres años se puede concluir que, en efecto, durante la 

administración Petro aumentaron los salarios: en 2009, periodo de Samuel Moreno como 

alcalde, la SDIS le pagaba a una maestra profesional $1.065.850; a una técnica $850.000 y a 

una bachiller $821.752. En 2010, aún bajo la administración de Moreno, los salarios 

incrementaron en los tres casos: $1.119,170; $892.522 y $862.861 respectivamente. Es 

pertinente señalar que para que las madres comunitarias de las casas vecinales aceptaran el 

modelo propuesto por la administración Petro fue necesario que la SDIS se comprometiera a 

darle continuidad a cada una de las mujeres que se desempeñaban en estos jardines.   

Y, como se había señalado, el salario también se incrementó entre 2011 y 2013. De 

acuerdo con la Secretaría, en 2011 una maestra profesional ganaba $1.175.100; una técnica 

$937.100 y una bachiller $906.000. En 2012, la situación financiera era la siguiente: maestra 

profesional: $1.679.000; técnica: $ 1.287.000 y bachiller $1.130.000. En 2013 también hubo 
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un aumento en los tres casos respectivos: $1.737.800; $1.332.300 y $1.169.600.  Eso sí, con 

contratos de prestación de servicios.   

De acuerdo con la información que recopilaron las maestras de las casas vecinales, así 

quedaron los salarios con los contratos por prestación de servicios:   

Tabla 6.  Recursos recibidos por talento humano entre 2012 y 2013.  

Montos recibido por Talento Humano 2012 y proyectado 2013  
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La SDIS, OPS, Orden de Prestación de Servicios por dos meses y medio   

  
  

Fuente: Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales.  

Hasta enero de 2014 la Secretaría solamente había formalizado laboralmente a 226 

maestras. La razón para no vincular directamente a las 829 restantes, según la SDIS, se debe 

a que “en 2012 las maestras no cumplían con el perfil requerido por la Secretaría de 

Educación del Distrito. Para proceder a laboralizarlas es necesario que cumplan con el 

proceso de formación, que actualmente se está llevando a cabo”. Frente a este argumento las 

madres prefirieron guardar silencio. Reprocharon, en todo caso, por la “pérdida del modelo 

de educación popular” que se había gestado desde los ochenta.   

Las casas vecinales también pasaron por una transición nunca antes vista. Desde 2012, 

el Distrito anunció que cerca de 17.700 niños entre 3 y 5 años de edad  que estudiaban en los 

jardines infantiles de la Secretaría de Integración Social (incluidos los que estaban en las 

casas vecinales) pasarían a estudiar directamente en los colegios distritales. Por esa razón, las 
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226 maestras laboralizadas fueron contratadas por la Secretaría de Educación.  Uno de los 

beneficios para los niños de 3 a 5 años consistió  en que pasaron a tener una jornada de cuatro 

horas diurnas y otras cuatro en la tarde, a estudiar ocho horas continuas con alimentación 

incluida.   

Pero no todo le resultó bien para la Secretaría de Integración Social. En junio de 2013 

empezaron a llegar cartas al Concejo de Bogotá firmadas por el Movimiento Cívico 

Comunitario de las Casas Vecinales. El mensaje era sencillo y contundente: “La 

administración pasa un camión a deshoras repartiendo “puchitos” de verduras y frutas en 

cada jardín que deben ser rendidos entre cientos de niños”.   

El concejal Juan Carlos Flórez escuchó a las madres comunitarias e investigó qué 

había detrás de los incumplimientos en alimentación. Encontró que la situación no sólo se 

presentaba en las casas vecinales, sino que se replicó en 110 jardines infantiles y 17 centros 

de cuidado. Según él, la SDIS “Ha tenido que utilizar el mercado del Idiprón para tratar de 

matizar la compleja situación; sin embargo, no se cumplen las fechas, ni las cantidades 

establecidas para cumplir con los menús y minutas establecidas. Hoy se mantiene aún la 

orden de “menús abiertos”; es decir, preparen lo que haya”. A esta denuncia se sumó otra 

del concejal Antonio Sanguino: “lo que ha llegado a los jardines cubre apenas un 30% 

aproximado del requerimiento nutricional establecido por los estándares de calidad para la 

educación inicial”.    

De acuerdo con Flórez, fueron 17.441 personas las afectadas: “16.286 niños, 280 

adultos mayores, 755 personas con discapacidad y 120 habitantes de calle”. En efecto, la 

Secretaría firmó un contrato por $18.253.557.090 con el Consorcio Alimentación Social 2013 

el 21 de junio de ese año con un plazo de ejecución de 10 meses. El consorcio estaba 

constituido por la Corporación Ambiente Colombia (creada en Villavicencio con experiencia 

en reforestación) y la Fundación Multiactiva Emprendiendo, fundada en 1998 en Cartagena 

y con un patrimonio $6.489.046.000, la cual contaba con experiencia en suministro de 

alimentos en Bucaramanga (Santander) y Pinillos (Bolívar).   

Como se mencionó anteriormente, en el informe presentado por el entonces senador 

Gustavo Petro y el concejal Carlos Vicente de Roux, la empresa Multiactiva Emprendiendo 
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hacía parte de las empresas de  los  hermanos Torrado García, vinculados con el „cartel de la 

contratación‟. En 2008, la administración Moreno les otorgó 14 contratos por el valor de 

$6.842 millones. La evaluación preliminar que realizó la Secretaría en 2013 demostró que el 

Consorcio Alimentación Social presentaba fallas “jurídicas y técnicas”. Sin embargo, el 

contrato continuó ejecutándose, sin justificación jurídica por parte de la SDIS.  

Dentro de la investigación de Flórez aparece, también, que los certificados que 

presentaron Corporación Ambiente Colombia y la Fundación Multiactiva presentaban 

inconsistencias. En palabras del concejal:   

Los formatos utilizados son idénticos, a pesar de ser empresas diferentes y de haber sido 

expedidas en distintos años. Además, las dos certificaciones tienen el mismo error en el apellido del 

representante legal, pues el señor Iván González fue llamado Iván Moreno, información contraria a la 

expresada en la firma digital que acompaña estos documentos. Así mismo, las certificaciones se 

avalan con actas de liquidación, sin estar soportadas por contratos, facturas, ni por el correspondiente 

impuesto de timbre, que se debió cancelar en su momento.   

Adicionalmente, en 2010 ambas empresas crearon el Consorcio Reforestemos la  

Guajira, con el fin de ejecutar un contrato con el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 

(Incoder). El objetivo: reforestar 600 hectáreas de árboles nativos. Señala Juan Carlos Flórez 

que “lo preocupante es el desempeño que tuvo el consorcio en este contrato, ya que tuvo una 

adición por el 50% de su valor inicial, 4 suspensiones y dos prórrogas”. La Fundación 

Multiactiva consiguió, además, que la SDIS le adjudicara otro contrato el 27 de marzo de 

2013 (por un valor de $2.434 millones) para “garantizar la alimentación de la población 

habitante de calle”.  Con este tipo de adjudicaciones quedaba demostrado que al interior de 

la SDIS todavía había „fantasmas del cartel de la contratación‟.18  

 En síntesis, se puede concluir que la SDIS le entregó a grupos económicos 

pertenecientes al grupo Torrado dos contratos que suman un total de $25.971.363.952. En 

ambas licitaciones, la SDIS rechazó a otros proponentes, dejando en vilo la subasta inversa 

que prometió en ese entonces. Así queda demostrado en los siguientes cuadros:   

                                                 
18 Ver en http://www.elespectador.com/noticias/bogota/fantasmas-del-carrusel-de-los-alimentosarticulo-

439312  
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Imagen 2. Contrato para el suministro de canastas alimenticias:   

  

  

Imagen 3. Contrato para el suministro y distribución de alimentos perecederos y no 

perecederos.  

  

Fuente: Cuadros originales de la Secretaría de Integración Social.  

Sin embargo, vale la pena señalar que en 2012, cuando Petro comenzó su mandato, 

la Secretaria de Integración Social, Consuelo Ahumada, denunció públicamente la presencia 

del „cartel de la contratación‟ en la SDIS: “El [contrato] que más trabajo me ha dado es uno 

que tenía Internacional de Negocios desde 2009, del Grupo Torrado [propiedad del 

exconcejal Édgar Torrado y su hermano, el senador Efraín Torrado, ambos pertenecientes al 

Partido de la „U‟]. Es un contrato por $43 mil millones que se hizo por tres años y terminó 

el 20 de enero pasado. Su objeto era el aseo y el suministro de alimentos, lo que ya es un 

error al estar todo concentrado. Era un contrato muy laxo, podían pagar a los 10 días de 

terminado el trabajo. Iban y conseguían un contrato en algún lado y con eso cubrían lo que 

debían en el otro. Aquí Julio Gómez y los señores Torrado, sobre todo, tuvieron una gran 
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presencia”.19 Consuelo Ahumada renunció en junio de 2012 por diferencias con el alcalde 

Gustavo Petro.   

El episodio con la Corporación Alimentación Social 2013 generó malestar en las 

madres comunitarias. Dentro de las denuncias que le entregaron al concejal aparecen los 

siguientes testimonios: “Han llegado carnes sin fecha y sin lote. Los abarrotes de mala 

calidad y marcas desconocidas. Mantecada no es agradable y se desmoronó”, Jardín Mi 

Taller Creativo (localidad de Rafael Uribe). “Cambió la calidad de los alimentos, no son 

marcas comerciales. La pasta es de muy mala calidad, la pasta quedo como un engrudo.  

Los niños casi se vomitan”, Jardín La Marichuela (localidad de Usme). “Las frutas llegan 

con sobremaduración y no son de primera calidad. Mangos casi deformes y granadillas 

pecosas. Preocupa estado de salud y futuro de los niños”,  Jardín Villa de la Paz (localidad 

de San Cristóbal).   

Un alto funcionario de la Secretaría de Integración Social20 que trabajó durante el 

período de Teresa Muñoz (Secretaria de Integración Social desde junio de 2012 hasta 

septiembre de 2013) en el área de infancia explicó que “el modelo con las casas vecinales 

estaba consolidado. Lo que no pudimos entrar a operar de manera directa fue la entrega de 

alimentos. Justo cuando entró el operador incumplido los alimentos empezaron a escasear. 

Fue una coincidencia muy desafortunada porque nosotros les decíamos a ellas [las madres 

comunitarias] que lo mejor era que nosotros entregáramos los alimentos y Multiactiva nos 

sale con esa vaina…”  

A raíz de la crisis en el sector de alimentos, la Secretaría tuvo que aplicar  una cláusula 

de emergencia del contrato con el consorcio Alimentación Social 2013, que establecía que 

sería la caja de compensación Colsubsidio la que asumiría el suministro de alimentos en caso 

de que el consorcio incumpliera.  Durante 2013, Colsubsidio asumió esta tarea. Por otro lado, 

al finalizar 2013, servicios generales, papelería, alimentación, dotación y arreglos locativos 

de las casas vecinales continuaban tercerizados.   

                                                 
19 Ver en http://www.elespectador.com/impreso/bogota/articulo-324507-consuelo-ahumada-el-cartel-tambiense-tomo-

esta-secretaria  
20 Solicitó mantener su nombre en reserva.  
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Tras la renuncia de Teresa Muñoz el 3 de septiembre de 2013, asumió como director 

de la cartera de integración Social Jorge Rojas, quien se venía desempeñando como secretario 

privado en la Alcaldía Mayor de Bogotá. Rojas criticó fuertemente la gestión realizada por 

Teresa Muñoz en la SDIS y cuando llegó al cargo prometió una reestructuración en la 

Secretaría: “en primera infancia tenemos una meta: asegurar la cobertura de 205 mil niños 

y niñas de cero a tres años que enfrentan condiciones de vulnerabilidad social”. A 31 de 

diciembre de 2013, la Secretaría había atendido 128 mil niños y niñas; 78 mil en el ámbito 

institucional y 50 mil en el ámbito familiar.   

Rojas le apostó a la creación de nuevos jardines oficiales, de tal forma que en las 

Unidades de Planeamiento Zonal (UPZ) en donde estaban funcionando jardines 

cofinanciados o casas vecinales la Secretaría tomarías más fuerza y las casas y los 

cofinanciados, por ausencia de cobertura, terminarían cerrando sus puertas. Entre octubre de 

2013 y marzo de 2014 la SDIS entregó51 jardines nuevos, aportando 6 mil cupos para la 

primera infancia: “Implementamos un plan de choque el 11 de octubre: entregar un jardín 

por día hasta finalizar el año. En un mes abrimos 21 jardines para atender a 2.854 niños y 

niñas”. Con respecto a la desaparición de otros jardines, Rojas dijo: “Si tú tienes un niño y 

vives en un barrio con exclusión social y te dicen que tienes que pagar $50 mil mensuales 

para te lo atiendan y luego ve que abren uno completamente gratuito y no te cobran nada 

qué escoges”.   

Al paso del tiempo, el modelo Petro, dirigido al fortalecimiento de  la educación 

pública en primera infancia a través de la creación de jardines Acunar, absorbió al 

Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales a tal punto de que las madres dejaron 

de administrar recursos: “Hubo muchas irregularidades en las casas vecinales. Por eso 

queremos mecanismos para que las madres ingresen a procesos de capacitación. No las 

estamos desplazando, solamente buscamos que se fortalezcan pedagógicamente”, sostiene 

Rojas.   

Para Rojas, el imaginario de madre comunitaria no se corresponde con las necesidades 

de la educación pública en Bogotá: “Las madres de las casas vecinales tienen experiencia: 

se han jugado buena parte de su vida atendiendo niños sin recibir nada a cambio. Pero el 



54  

  

criterio de la Bogotá Humana va más allá: estamos desmontando el modelo de las casas 

vecinales porque ya no funciona; se perdió la formación y no hay una articulación con el 

Estado”.    

La eliminación de la tercerización durante la administración de Gustavo Petro fue 

opacada por las inconsistencias que se presentaron con los contratos de alimentación. En 

relación al salario de las maestras y auxiliares de las casas, es necesario decir que la SDIS ha 

estado vinculando laboralmente (no a través de contratos por prestación de servicios) al 

personal que cuenta con capacitación técnica o profesional; proceso de formalización que al 

día de hoy no ha terminado.   

Otro punto favorable para la administración es la inversión en primera infancia. Visto 

en perspectiva, el presupuesto destinado para las casas vecinales aumentó en la era Petro:   

Tabla 7. Presupuesto ejecutado en las casas vecinales de Bogotá.  

 



55  

  

Fuente: Informe de seguimiento al Plan de Desarrollo 2002-2007 e informe de la Secretaría de Integración 

Social 2008-2013.  

  

La inversión económica no se reflejó en la percepción de los usuarios. En febrero de 

2013, cuando las casas vecinales dejaron de funcionar por los ajustes administrativos que se 

hicieron desde la Secretaría de Integración Social, los padres de las localidades de Usme, San 

Cristóbal y Rafael Uribe Uribe se reunieron para manifestar su inconformidad ante la 

Secretaría. Una de las personas afectadas fue Carolina Sánchez, madre de una niña de dos 

años que estudia en la casa vecinal  Mi Taller Creativo, ubicada en Rafael Uribe Uribe: “Casi 

me echan del trabajo porque tuve que quedarme en la casa con la niña. Nunca había pasado 

algo así; si no se soluciona esto antes de marzo me va tocar cambiar a la niña de jardín. A 

mí me gusta la casa vecinal porque las profesoras cuidan muy bien de la niña, me parecería 

muy injusto que las echaran”. Para alivio de los usuarios, las casas vecinales retomaron sus 

actividades en la segunda semana de febrero. No hubo más reuniones de padres de familia 

para protestar en contra del Distrito durante 2013.   

Fotografía 3. San Cristóbal.  
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Una madre de la localidad de San Cristóbal camina con su hijo en la calle por el cierre de las casas vecinales en 

el sector. /Tomada de El Espectador – Fotógrafo: Andrés Torres.  

  

Aunque el cambio en el modelo de casas vecinales generó cuestionamientos por parte 

de concejales como Juan Carlos Flórez (perteneciente al partido Alianza Social 

Independiente) y Antonio Sanguino (miembro del partido Alianza Verde), lo cierto es que 

hasta enero de 2014 ni la  SDIS ni la Contraloría  encontraron irregularidades fiscales en las 

casas vecinales. El proceso de transición, como sucedió con el modelo público de recolección 

de basuras, tuvo tropiezos durante el primer semestre de 2013 que fueron solucionándose a 

lo largo del año. También es cierto que la creación de nuevos jardines disminuyó 

paulatinamente la cobertura del Movimiento Cívico Comunitario de las Casas Vecinales,  

grupo que permanece dividido entre aquellas madres que fundaron jardines infantiles cuando 

el Estado no llegaba a la periferia de la ciudad y otras que, como dice Harolh Gómez 

Martínez, “vendieron sus principios por un contrato”.   
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